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CAPÍTULO I. 



La Ley de Residencia, ó más bien, de Expulsión 
de Extranjeros, de 22 de Noviembre de 1902, fué 
dictada con el objeto de prevenir trastornos gra- 
ves de orden público. 

Las fuerzas industriales y económicas se en- 
contraban, en ese entonces, en esta capital y otros 
centros importantes, inertes para la producción; las 
agrupaciones obreras militarizadas, invadiendo la 
órbita del dei echo que les da el de la huelga, iban 
hasta la agresión y la violencia, contra los que no 
secundaban sus propósitos. . 

Los poderes públicos no podían permanecer 
indiferentes ante una situación, en que no sólo la 
potencialidad económica del país, sino también la 
política, podían ser turbadas por esas fuerzas, que 
no eran llevadas á la conquista de sus ideales por 
medios legítimos. 

Y los legisladores dictaron la Ley de Residencia, 
como ley de defensa social, autorizando la separa- 
ción, del seno de esta sociedad, de los elementos que 
en concepto del Ejecutivo, fueran los instigadores 
del convulsionismo que agitaba á la masa obrera. 

Los efectos de esta ley no podemos decir que 
hayan sido observados: dos días después de habér- 
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— ló- 
sela dictado, se declaró el estado de sitio. Suspensas 
las garantías constitucionales, fué aquélla de fácil 
aplicación, porque los elementos colectivos ó indi- 
viduales, no pudiendó amparafrse en los preceptos 
de la Ley Suprema, tenían que moderar el ímpetu 
de la acción y, como consecuencia, desaparece -, 
porque es de observación, que las fuerzas HJSsgre- 
gadas de la directriz social, impulsadas hacia tra- 
yectorias diferentes de la que sigfue el gran movi- 
miento, cuando no son guiadas por la poderosa de 
la razón y justicia, sucumben. 

En mi sentir, los legisladores de 1902, al retirarse 
del reciento del Congreso, hubieran podido, ante 
los elevados fines que los guiaban, responder como 
el gran Censor, al pueblo de Roma, si en reunión 
tumultuaria hubieran sido esperados para censu- 
rarles la violación de la Carta fundamental : Jura- 
mos que salvamos el Orden Público. 
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CAPÍTULO n 

Sirvió de base á la Ley, el proyecto presentado 
por el Dr. Miguel Cañé, dos aflos antes. En un fo- 
lleto, exponía los fundamentos que, en su concepto, 
justificaba, entre nosotros, la sanción dei proyecto 
de ley que había presentado. Como todos los que 
han tratado esta materia, hace derivar el derecho 
de expulsión, de la soberanía, y al efecto, cita las 
opiniones de Bernard,FaustinHélie,Vattel,Wosley, 
Martens; y aunque conforme con el principio, no 
acepto el fundamento de aquéllos que, como Martens, 
dan del derecho de expulsión, diciendo: «este dere- 
cho. se funda en que, como el extranjero no hace 
parte de la nación, su recepción individual en el 
territorio, es puramente facultativa, de simple tole- 
rancia y en ninguna manera de obligación*. Este 
fundamento, exacto en cuanto se refiere á la admi- 
sión, no justifica la expulsión; porque si bien él 
está conforme con la organización institucional y 
las normas políticas de otros países, no lo está con 
las nuestras, donde tenemos una Constitución 
que,. acuerda al extrangero todos los derechos 
civiles del ciudadano. 

No es posible la comparación de nuestra orga- 
nización, con la que tienen otros Estados; el principio 
será el mismo, la forma que afecta en su desenvol- 
vimiento histórico, debido á la complejidad de los 
factores que intervienen, diferente. 
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El ideal que busca toda Nación, es perdurar por 
el progreso indefinido; los medios para alcanzarlo, 
diferentes. 

La Francia arma á su gobierno, como medida 
policial, del poder de expulsión contra todo extran- 
jero, viajante ó residente erí Francia-Vitalia, Ho- 
landa, Austria-Hungría, Suiza, Noruega y Suecia, 
conceden igual poder; algunas de una manera ab- 
soluta, es decir, sin hacer distinción entre el domici- 
liado ó con residencia permanente en el país y el 
simple transeúnte, y otras, como la Bélgica, que 
exceptúa á los domiciliados, á los casados con mu- 
jer belga y con hijos ó con 5 años de residencia in- 
mediata, etc., etc. El Parlamento inglés^ encama- 
ción del summun de soberanía y poder, confirió 
á su gobierno, por el bilí de 22 de Junio de 1882, el 
derecho de expulsión de todo extranjero que pu- 
diera turbar la tranquilidad pública; Estados Uni- 
dos, el país de las democráticas instituciones, 
también lo ha establecido por ley del Congreso. 

Estos ejemplos, no hacen sino confirmar' el 
principio, de que el derecho de expulsión es inheren- 
te á la Soberanía; que es de esos derechos impres- 
criptibles, porque su ejercicio puede ser indispensa- 
ble para el mantenimiento de los principios su- 
premos establecidos, base y fundamento de la 
vida del Estado. 

¿Y quién puede negarle á la soberanía el 
ejercicio de ese derecho, cuando organizando sus 
instituciones, conforme á las necesidades de la 



Digitized by 



Google 



— 13 — 

masa social, cumple el fin que, según el concep- 
to moderno, le compete?; ó podría desconocérsele, 
porque no habíalo aplicado ó hecho uso de él 
en su evolución histórica ? 

Ella puede limitar el derecho que en su nom- 
bre ha de ejercer el Estado, sin que esa limita- 
ción pueda ser considerada colmo irrevocable,, por- 
que siendo las necesidades en él cambiantes, 
tienen que serlo las ñor nías que las presidan. 
Cada etapa del progreso de los pueblos, tiene 
sus causas, sus factores económicos, sociales, 
políticos, que evolucionan, desapareciendo ó per- 
durando; .evolución á que quedan sujetas las 
leyes que las regían, porque la ley no es más 
que la resultante de la necesidad social; nacen 
y mueren cuando nacen y desaparecen esals 
mismas necesidades que las originan. 

La Soberanía Nacional es el único juez de la 
aplicación de los principios directores; ella los 
establece y los suprime, y el Estado, ese orga- 
nismo jurídico, creado por esa misma soberanía 
y encargado de velar por la felicidad de la masa 
social, dictando las leyes, aplicándolas y hacién- 
dolas respetar, no podría cumptir su misión ju- 
rídica, si los principios de que puede echar roano 
para conservarse y defenderse, fueran desconoci- 
dos ó discutidos por los individuos, cuando él ha 
obrado dentro de los límites que la potestad so- 
berana le ha marcado. 
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CAPÍTULO ra. 



Eli el seno del Cotigreso, al tratarse el pro- 
yecto de la Ley de Residencia, se levantaron, 
parar honor del Parlamento Argentino, voces au- 
torizadas que lo impug*naron, fundadas ten los 
preceptos de la Constitución. 

Hoy que las situaciones extremas han; pasado, 
consideremos si la ley de 22 de Noviembre de 
1902, es ó no constitucional. 

¿Ha pKDdido el Congreso dictar esa ley é in- 
vestir al Poder Ejecutivo de titia facultad amplí- 
sima, como es la que le confiere, para juzgiar 
los actos de los individuos, extranjeros, ya estable- 
cidos en el territorios y resolver si se ihan hecho 
indignos de permanecer en el Estado ? 

En mi opinión, ella es repugnanteála Conis- 
titución. En ning-ún caso el Gongraso ha podido 
dictar esa Ley de Expulsión, salvo enítel de guerra 
con la 'Nación á que pertsenezcan, ni conceder al 
Ejecutivo una facultad extraordinaria en que la 
persona y sus derechos quedan al arbitro de ese 
poder, contra los preceptos expresos de la» Carta 
Fundamental 

Ella determina con toda claridad, xjjujé coftctíoio- 
nes debe reunir una ley para ser considerada como 
tal; y así el Art. 31: «Esta Constitución, las Leyes 
de la Nación que en su consecuencia se dicten 
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^r el'CougtTeso son lá LeySuprenm 

de la Nacidn>. D^^ este precepto, infiero que la 
Cómtituciótt es la ley de lais' leyes y que cualquier 
otra debe ser informada en su espíritu, para. ser. ley 
d* la Nación. 

Y la expulsión, que viola el principio de igualdad 
de ios habitantes, que- los saca desús jueces natu- 
rales, que no les permite la defensa de sus perso- 
nas y de sus derechos y que altérala división de los 
poderes que la soberanía ha marcadoy dando 
atribuciones al Ejecutivo, que corresponden, al que 
debe velar como poder moderador contra elavance 
de lo demás y que es una garantía de. justicia, 
¿puede ser ley de la Nación? 

Legislando la Constitución el más g^ave die 
todos los casos, cual es aquel en que por la conmo- 
ción interior ó el ataque exterior, peligre su .ejer- 
cicio y el de las autoridades creadas por ella y sea 
necesario declarar el ertado de sitio, quedando sus- 
pensías las garantíae constitucionales, dice en* su 
Art. 23:- «P6n>duraftte esta suspensión no podírá el 
Presidente de la República ■ condenar por sl,« ni 
aplicar penas. Sn poder se limitará, en tal casa, res- 
pecto délas personas, á^ arrestarlas ó trasladarlas 
de un punto á otro de la Nación, si ellas no prefi- 
riesen salir fuera del territorio argentino. 

Digo el más grave de los casos, porque el juego 
normal» de las institufcionesestá¡turbadoi pon situa- 
ciones éxtraordifiariías,' en^que no es posible' garan- 
tir al habitante las íranquioias y. libertades' de que 
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jgoz'd en una situación normal; y aun entonces, el 
Poder Ejecutivo no puede «condenar, por sí, ni 
aplicar penas » . ¿Por qué? porque quedaría el honor 
y la vida de las personas á: merced de ese Poder, 
cosa que con tanta previsión los constituyentes han 
legislado, evitándolo. 

Y cuando en el artículo 29 habla de argentinos, 
su evspíritu y su letra se refieren al extranjero tam- 
bién, porque la Constitución se ha dictado para los 
•habitantes, sean ciudadanos: ó extranjeros, y á 
éstos les concede las niismas prerrogativas que á 
los primeros, por el hecho de encontrarse en el te- 
rritorio. 

Y si en el caso de suspensión de las garantías, 
la Constitución ha establecido la separación de los 
poderes, elemento importantísimo en nuestro régi- 
men de gobierno, no consintiendo que el Ejecutivo 
ejerza atribuciones judiciales, aún tratándose de 
invasiones extranjeras en que la suerte de la Patria 
podría encontrarse. comprometida ¿como ha podido 

:el Congreso dictar esa ley, cuando- el resorte 
podía encontrarlo, como lo encontró, en las institu- 
ciones, sintiecesidad de dictar una ley de excep- 
ción, y conceder al Ejecutivo semejante facultad 
judicial, violando todos los derechos que la Constitu- 
ción ha establecido para felicidad de los que lleguen 

^ á cobijarse bajo este cielo esplendoroso, en esta 
tierra tan fecunda, atraídos por las promesas de res- 
peto y justicia que brinda en sus leyes? 

Encuentro mucho de realidad en las críticas que 
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se han hecho al Art. 14 qué dice: *'Todos los habi- 
tantes de la Nación g-o^an de lossigfaientés dere- 
chos coü/oiTiie á' las leyes que - reglamenéen su 
ejercicio > : No desconozco- los beneficios de la regla- 
tóétítáción; ella es no sólo' necesaria, sino indispen- 
sable, porque precisa las modalidades del derecho 
concedido en= los principios genefales; pero com- 
prendo también que puede existir el abuso, la extra- 
limitación en su ejercicio; y si bien la misma Cons- 
titución da los medios para suprimirlos' y jíara que 
el equilibrio se restablezca, no por eso la injustícia 
se ha dejado de cometer,- de violarse < preceptos 
claros y terminantes, sin que sea posible, muchas 
vcfces, responsabilizar al que hahecba el daño, ni 
restablecer el equilibro alterado por la-iñjuSticiá. 

Es cierto que ella prescribe que «los principios, 
gfarantías y derechos que establece, no pódrSn' ser 
alterados por las leyes que reglamenten éu ejerci- 
cio»; y cuando el Congreso pone en: manos del 
Ejecutivo lafaóultad de arrancar al individuó^ dd' 
hogar, separarlo de la administración de sus bienes, 
sin permitirle defenderse ó justificarse ante los jue- 
qüe la Constitución ha establecido para todos los 
habitantes ¿no ha alterado acaso los principios y 
garantías reconocidos por ella ? 

Ya lo presentía Alberdi cuando encarecía la 
necesidad y conveniencia qne la Constitucit5n diera 
garantías deque las leyes . orgánicas no senían 
excepciones derogativas de los grandes principios. 

Cuándo * en el caso ' Santiago Lócaselo, • el 
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Señor Procurador, Fiscal^ Doctor Botet, fun- 
daba, en su vista;, la constitucionalidad de la 
Ley de Expulsión, estaba en error cuando decía : 
«1.° Porque legislando en tal manera lo hace en 
nombre de la Soberanía Nacional, la que para man- 
tener y avanzar el bienestar que se propone, puede 
y debe ¿apartar del territorio de la República^ todo 
aquéllo que sea un inconveniente para ese. bienestar, 
para nuestra prosperidad y para el libre funciona- 
miento de nuestras instituciones». 

Este fundamento me trae á la memoria las con- 
ceptuosas palabras de Cooley sobre la supremacía 
de la Constitución Americana y que bien podemos 
aplicarlas á la nuestra: «El Congreso délos E, U, 
deriva de la Constitución sus poderes para legislar, 
la cual es la medida de su autoridad, y toda sanción 
del Congreso que está en oposición con sus dispo- 
siciones, ó que no está dentro de los poderes no. 
conferidos por ella, es inconstitucional». Y el 
mismo tratadista agrega: «Pero mientras se 

mantiene tal cual es una ley para 

los mandatarios y para el pueblo ,. 

sus principios, pues, no pueden ponerse dp lado 
bajo el pretesto de hacer frente á las supuestas 
necesidades de grandes crisis». 

Nuestra Constitución, como la americana, de- 
riva mediata é inmediatamente de la soberanía,, 
la que condensa en aquella toda su potestad, limi- 
tándola. El Congreso tiene su origen mediato 
en la soberanía, pero sus facultades nacen, inme- 
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diatamente de las disposiciones expresas ó implíci- 
tas que ella le confiere en la Constitución; y si el 
Congreso al legislar lo hace en nombre de la So- 
beranía Nacional, debe hacerlo únicamente en la 
medida que esa' soberanía lo permite, de las facul- 
tades que ella le ha dado, sin que pueda alterar los 
principios, garantías y derechos fundamentales que 
ha establecido. 

La soberanía tiene todo ese poder que el Señor 
Procurador Fiscal reconoce: puede apartar del 
territorio de la República todo lo que sea un incon- 
veniente para el bienestar, para nuestra prosperi- 
dad y para el funcionamiento regular de las ins- 
tituciones. Y todo eso ha previsto la Constitución: 
que él bienestar sea alterado; nuestra prospe- 
ridad turbada y en peligro el ejercicio de las 
instituciones y sus autoridades; y para todos los 
casos ha establecido el remedio que se ha de 
aplicar, hasta que el juego regular de las insti- 
tuciones y las garantías vuelvan á ser un hecho 
normal. Y en virtud dé esa previsión, él Congreso 
puede declarar, cómo lo ha hecho varias veces, 
el estado de sitio, y ha dictado el Código Penal 
para todos los que delincan, sean ciudadanos ó 
extranjeros. Y estas facultades que le confiere, 
es eñ vista precisamente de que en todo tiempo 
y en toda circunstancia es necesario mantener 
el bienestar, el que involucra juego regular de las 
instituciones y, jpor tanto, garantías y respeto al 
defecho; y avanzarlo buscando el 'fin ideal qué. 
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según el concepto moderno le corpespon4e^ ^ 
Estado: progreso indefinido para felicidad y 
conservación del pueblo, ello no implica que- 
el Congreso, ni ningún otro podery ha de 
violar los principios, las normas fundamentales^ 
en las que por su importancia la soberanía se ha. 
detenido con toda atención, para que no quedaT 
ran inciertos en ningún momento y fueran, mien- 
tras ella no revoque su voluntad, perpetuos, invipla- 
bles, sean cuales fueran las necesidades posteriores 
y las leyes dictadas. 

Pienso que son un error del Doctor Botet, las. 
consecuencias de su considerando 5/, de la misma 
vi$ta .fiscal: 1.° Porque concediendo la Constituciói^ 
al extranjero habitante los mismo; derechos ci- 
viles que al ciudadano, no puede el Congreso 
dictar una ley reglamentaria sólo para los extraur.. 
jeros; rtendría que ser para todos los habitantes, 
como lo expresan Iqs Arts. . 14 y 16, 2!" Porque, 
como lo demostraré más adelante, el que se h?. 
establf^cido legítimamente en el territorio, adquiere., 
un derechp inviolable de permanencia^ del que-, 
sólo puede ser despojando, previo juicio, por. sus 
jueces naturales; 3/ Porque no se trata, enelca^o 
de la Ley de Expulsión, de protección ó restric- 
ción de la inmigración, lo que ocurriría ea el que se 
legislara solamente para la que va.á penetrar en el, 
territorio, sino de hechos ya consumados y de la 
obligación del Gobierno de no violar las leyes que . 
favorecieron su radicación,f lo q^ve indirect^i^jite 
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puede ser una restricción, por la incertídumbre 
que ese hecho provoca. 

El Señor^Procurador Fiscal, Dr. Botet, termina 
su considerando. 5.° diciendo: «Con esto basta 
para comprender que no estando comprometido 
en el caso ningún derecho ni garantía absoluta, 
la Ley de Expulsión se ha podido dictar por el 
Congreso, en la manera que lo ha hecho, sin herir 
en lo más mínimo el texto y el espíritu de los artí- 
culos citados y observados». 

¿No son un derecho y una garantía absolutos: 
ningún habitante puede ser penado sin juicio pre- 
vio; sacado de sus jueces naturales; es inviolable 
la defensa enjuicio de la persona y los derechos; 
todos los habitantes son iguales ante la ley? 

¿Y ella es para argentinos y extranjeros? Y el 
expulsado lo es en virtud de sentencia, previo jui- 
cio y defensa? 
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CAPÍTULO IV 



Se pretende que \a expulsión no es una pena. 
En el Congreso, el Ministro de} Interior Dr. Gon- 
zález, decía: «No se trata con esta Ley de imponer 
una pena; se trata simplemente de decirle al extran- 
jero que no quiere conformarse Qon las reglas de 
nuestra cultura y nuestra civili^^ación, que;, ha cesado 

su derecho de permanecer en el país ,. caen 

bajo las, facultades policiales, perfectamente encua- 
dradas dentro de las facultades policiales del Pre- 
sidente de la República. » , .. . 

Y ¿qué es la expulsión si no es una pena? 

^No. es el destierro, diecía el Ministro del.lnterior, 
es la deportación*.. 

«Las penas que este Código establece, dice el 
Código Penal, son las, siguientes: muerte, presidiq, 
penitenciaría, prisión^ arresto,^ deportación^ des- 
í/errQ, inhabilitación, multa». . . 

Destierro ó deportación, es una pena, y tan ío 
es, que ella se encuentra, consigngtda como una de 
Jas tantas que la ley establece. Y si en estq se, quiere 
hac^ cuestión de apreciación ó concepto diciendo 
que es una medida policial, lo será para el que 
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la establece, pero es pena para el que la sufre. 

Y cuando hay derechos adquiridos, sea quien 
sea el poseedor, no cualquier poder puede despo- 
jarlo de ellos, ni ir y decirle que ha cesado su 
derecho, sino aquél que Ipr' Constitución ha esta- 
blecido para declararlos ó negarlos, y ese Poder 
es el Judicial, en la Nación Argentina. 

Esta opinión que sustento, ha sido expuesta 
córi'eríidicídri y bHlló jJor'elJuez'fireWer en el 
¿áád de los éóóíi, diciendo: vDet)brtaciÓii eS tafeti- 
g'ó.-^Gónti'ené, ' i!)riiiiero, arresto y príVábión de 
libertad; y 'ée^rido, remoción' del hog-af , ' sfepara- 
cfóñdelá fáinília, der negoció y dé la propiedad. 
áPla 'deportación és ' un'castigo,' exíjé üfl juicio 
pfévio, segúti el í)riiici'pio constitucional de que 
ñádíe|será privado de su vida, libertad tí pf ópiédad, 
sih el debido proceso de ley. Níriguma persona que 
una vez ha entrado bajo la protección d'e lia Consti- 
tución, puede ser jü¿g!ada isih debidd juicio». 

Y fch él casó Santiago Locacio; el Juez Df. Juan 
A. García (hijo) ha dicho en uno* dé loS óónsidéran- 
'do¿ dé su voto en dícidéncia, óoíiío ntíexíibró^ 'de la 
Cátóiára FedeVal de Apelación delá Capital: «Que 

'rió se tfáta en el casó dé delitos, rii'de castigos, desde 
que la ley no ha calificado ios actos 'de pf ópag-ánda 
anarquista, sino desmedidas ádministrativaá toma- 
das^órél Gobierno Federal, en virtud delart."25 de 
la Constitución) qué lo autoriza inAplícitamentépara 
' proceder «contra los eictránjeros que ñó'traigárí por 
objetó labrar la tierra; itiéjórarlas í^dustfias. . . . > 
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No porque no se encuentren en el Código Penal 
los artículos de la Ley de Residencia, dejan de cali- 
ficar una clase de actos y los que los cometen de 
hacerse pasibles del castigo que ella impone; con 
la diferencia de que si en aquél se encontraran 
comprendidas las prescripciones de la ley de expul- 
sión, no sería ella odiosa ni de excepción y cae- 
ría bajo la jurisdicción de los jueces, su aplica- 
ción. 

Y esas medidas administrativas que el Gobierno 
Federal, autorizado implícitamente para adoptarlas, 
en virtud del art. 25 de la Constitución, contra los 
extranjeros que no traig-an por objeto labrar la 
tierra. . . ., no pueden ser las que el Congreso ha 
dictado, sino las medidas que el Gobierno debe 
tomar para garantirse de que el que veng'a traiga 
esos objetivos al querer radicarse en el país y las 
demás condiciones que el Gobierno debe exigir en 
la reglamentación de una ley. Y ese es el espíritu 
de esa facultad implícita de la Constitución: de que 
el gobierno puede limitar la entrada á la República, 
cuando las exigencias sociales lo requieran, de gen- 
tes ó clases que sean un peligro para la moralidad 
ó el progreso; y si existiera una ley reglamentaria 
que tuvieran que observar los extranjeros al pene- 
trar al territorio y fuera violada por algunos intro- 
duciéndose subrepticiamente, solo entonces el poder 
público podría proceder; pero con las formas de 
juicio, á expulsar á los que hubieran penetrado 
ilegítimamente. No creo, como algunos lo han insi- 
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nuado, en vista de las amplias franquicias de la 
Constitución, que ella llama aún al criminal, espe- 
rando su regeneración. No; porque si la disposi- 
ción del art. 25 no habla de las condiciones morales 
de los individuos, las deja sugerir; porque el crimi- 
nal, el deprav^ado ó el tahúr, muy difícilmente pue- 
den traer los ideales que ella tiene en vista, en el 
preámbulo. 

Los constituyentes llamaban al extranjero, y en 
esto advertimos que fué en ellos una preocupación 
constante, al punto que examinando las páginas 
de los preceptos fundamentales, se ve que es una 
realidad la opinión de los que'dicen, que es una ver- 
dadera ley de inmigración, superando en franquicias 
á la norte americana, porque palpaban la necesidad, 
al par de la materialidad del número y del brazo 
para la labor, de la concurrencia de savia regenera- 
dora, que con hábitos de civilización y cultura, se 
esparciera en la extensión desierta, llevando ideas 
é industrias á donde sólo había imperado como ley, 
la voluntad 3^ la lanza del caudillo. No era al 
criminal al que llamaban para ponerlo en un medio 
propicio para el crimen; sino al individuo útil que 
trajera el concurso de su ciencia y de su arte, en 
cambio de las facilidades de vida que aquí encon- 
traría y de las franquicias que se le acordaba. Sj 
esto ha sido uno de los ideales de los Constituyen- 
tes y es uno de los fines de la Constitución, no por 
eso, tampoco han dejado al individuo que, criminal 
á los ojos de otra ley y que ha venido y se ha esta- 
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blecido legítimamente en la nación, fuera de las 
g'arantías que han establecido. 

Y la misma idea que el Juez Dr. García, expre- 
saba el Procurador Fiscal Dr. Botet, en el mismo 
caso, diciendo: «No hay tal pena, por que no hay 
delito calificado, ni pena consiguiente, sino simples 
medidas de previsión y de orden policial. En efecto, 
el extranjero que ejecuta actos que sin asumir 
los caracteres de un delito (art. 1.^ del C. Penal), 
sin encerrar directamente la violación de un dere- 
cho, pero que son desagradables y pueden repu- 
tarse perniciosos al orden público establecido, á la 
moralidad y al bienestar del Estado, ese extranjero, 
digo, puede no ser pasible de pena alguna, pero sí 
cae bajo el imperio de las medidas policiales de 
prevención ó de defensa que sea necesario dictar á 
tal objeto.» 

Todo individuo que se encuentre bajo el imperio 
de la Constitución, tiene el deber de respetar la 
moral y el orden público establecidos, por que son 
elementos que la soberanía ha considerado como 
indispensables, para la vida y seguridad del Estado; 
y el que comete actos perjudiciales á esa moralidad 
y orden público, comete un delito y se hace pasible 
de las medidas coercitivas que los poderes públi- 
cos crean necesario dictar para prevenirlos ó cas- 
tigarlos; y, tengan cualquiera de estos objetos^ 
revisten el carácter de penales, por que son la 
resultante de la acción ó reacción social ejercida 
por sus legítimos poderes. 
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No podemos considerar á la ley de Residencia, 
con aquellas dictadas para el mejor desenvolvi- 
miento de la vida de vecindad, las que no producen 
sino una acción débil sobre los individuos, y su 
transg^resión es solo una falta que es de la órbita 
de las medidas policiales; la primera hiere princi- 
pios fundamentales y esenciales derechos y tiene 
que ser aplicada, por esto, por el Poder Judicial. 

En el fundamento del señor Procurador Fiscal, 
se puede apreciar la monstruosidad de una ley que, 
desconociendo los principios más fundamentales 
que constituyen las garantías individuales, somete 
los actos de los extranjeros habitantes, á la sola 
apreciación, al solo criterio del P. Ejecutivo, puesto 
que es él el que puede reputar de perniciosos al 
al orden público y al bienestar del Estado, los actos 
individuales. 

¿Cuál es entonces la eficacia de esos principios, 
de que nos vanagloriamos, por que se encuentran 
consignados en las inmortales páginas de nuestro 
libro fundamental, presentándosenos come centine- 
las avanzados de la seguridad del habitante contra 
la injusticia y la violencia? 

Para simples medidas policiales ó administrati- 
vas, no se dictan leyes, como la presente, en la que 
se le da facultades judiciales, que la Constitución 
niega, al Ejecutivo, para que no se conculquen las 
garantías en que se basan las libertades públicas. — 
Y aún en el caso de que no se violaran otros prin- 
cipios constitucionales, y fuera dudosa esta facultad 
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del Ejecutivo, sería siempre un peJigro confirmár- 
sela, por el dejo de injusticia que queda en la con- 
ciencia pública, tanto por la clase de empleados que 
generalmente intervienen, sin que esto implique de 
que ellos sean malos, cuanto por que no puede 
haber garantía, sobre todo, en el primer momento, 
de que no sea aplicada con efecto retroactivo, por 
la imposibilidad de apreciación, por simple informa- 
ción policial, de la gravedad del acto posterior, con 
relación á los anteriores que pudieran justificar la 
expulsión. — Y si esas leyes tienen el carácter de 
policiales en las naciones de viejas tradiciones, es 
por que sus leyes fundamentales así lo establecen, 
por antecedentes, necesidad, y sobre todo, por la 
paz armada, que hacen, se mire al extranjero con 
recelo, y como un espía, cuando no justifica quién 
es, de donde viene y qué hace. 
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CAPÍTULO V. 



La Constitución es armónica: hay en ella unidad. 
Se la viola, cuando se hace exclusión de cualquiera 
de sus principios, para neg-ar un derecho. Y es por 
esto que cuando examinamos la ley de expulsión y 
vemos que el Congreso dá al Ejecutivo atribucio- 
nes judiciales, y saca al extranjero de sus jueces 
naturales, advertimos que se ha roto la igualdad 
civil que ha establecido entre él y el ciudadano, y 
que ella muestra al mundo en sus páginas; principio 
que la ciencia en todas partes anhela conquistar. 

Para muchos ilustrados juristas argentinos, e^ 
derecho del extranjero de permanecer en el territo- 
rio, una vez que ha entrado al amparo de la Cons- 
titución, es un derecho político. El Dr. Cañé, que 
sustentaba esta teoría, dice en sus «Apuntes»: 
«Pero el art. 16 establece que todos los habitantes 
de la nación son iguales ante la ley. ¿Cómo es posi- 
ble, pues, hacer con unos lo que no se puede hacer 
con otros? He ahí la gran confusión, el verdadero 
velo que se echa sobre esta cuestión, tan clara en sí 
misma. Si todos los habitantes son iguales ante la 
ley, pero es ante la ley civil! Todos los derechos 
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que enumera el art. 20, como lo dice expresamente, 
son derechos civiles». Y conúnúahaciendo una cita 
de Paul Bernard: «En efecto, de la asimilación de 
los extranjeros á los nacionales, en cuanto al goce 
de los derechos civiles, no se debe deducir que se 
les ha otorgado los derechos políticos, uno de los 
cuales es el derecho de permanecer en el terri- 
torio». 

El principio que le sirve de premisa, es cierto; 
la consecuencia que de él desprende, exacta; pero 
hay error en la interpretación que hace del art. 20, 
porque no le dá todo el alcance que tiene. 

Ese artículo establece que: «Los extranjeros 
gozan en el territorio de la Nación, de todos los 
derechos civiles del ciudadano: pueden ejercer su 
industria, comercio y profesión; poseer bienes 
raíces, comprarlos y enagenarlos; navegar los ríos 
y costas; ejercer libremente su culto; testar y casar- 
se conforme á las leyes, etc., ete.» 

La primera parte sienta el principio fundamen- 
tal, y la que le sigue, no es limitativa: es simple- 
mente enunciativa, como lo deja sujerir su letra y 
su espíritu. Si los Constituyentes hubieran querido 
limitar el goce de los derechos al extranjero, no 
hubieran establecido de que «gozan de todos los 
derechos civiles del ciudadano*, sin limitación de 
ninguna clase, por que si hubiera sido esa la mente, 
la prescripción del artículo podía haber sido: Los 
extranjeros gozan en el territorio de la Nación, de 
los siguientes derechos civiles del ciudadano. 
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¿Y cuáles son los derechos civiles del ciudada. 
no? Los que la Constitución establece en el art. 14: 
«Todos los habitantes de la Nación gozan de los 
siguientes derechos, conforme á las leyes que regla- 
ménteíi su ejercicio, á saber: de trabajar y ejercer 
toda industria lícita; de navegar y comerciar; de 
peticionar á las autoridades; de entrar, permanecer^ 
transitar y salir del territorio argentino; de publicar 
sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar 
y disponer de su propiedad; de asociarse con fines 
útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar 
y aprender». Y los que nacen de la prescripción 
del art. 33: «Las declaraciones, derechos y garantías 
que enumera la Constitución, no serán entendidos 
como negación de otros derechos y garantías no 
enumerados; pero que nacen del principio de la sobe- 
ranía del pueblo y de la forma republicana de gobier- 
no». Por este artículo se vé que las enunciaciones del 
14, no son todos los derechos civiles del ciudadano, 
y que en el 20 la Constitución confiere también 
á los extranjeros; estableciendo en el 14 clara y 
terminantemente, de que permanecer es un dere- 
cho, y siendo tal, amparado por sus garantías. La 
calificación de derechos que hace el art. 20, era 
necesaria, porque si bien la Constitución confiere 
al extranjero los derechos civilesy les niega los 
derechos políticos. Cuando una soberanía consiente 
que penetre á su territorio el extranjero, en \írtud 
de razones filosóficas, basadas en la naturaleza y 
destino final del hombre, ó en el concepto de ei^vi- 
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lización moderna, lo hace por un principio de políti- 
ca internacional, y el derecho de permanencia que 
adquiera el extranjero, será imperfecto, pt)rque no 
podrá impedir la no violación, sisólo está amparado 
por principios de justicia, de los que proclama la 
moral universal. Pero si una soberanía, como la 
nuestra, considera al extranjero como elemento 
indispensable para el progreso de la Nación y lo 
llama, dándole todos los derechos de que goza el 
ciudadano, con excepción de los de organización 
del Gobierno y dirección del Estado, y entre aque- 
llos que le confiere está expresamente consignado 
el de permanecer, ¿se pretenderá que no puede 
incorporarlo á su patrimonio como un medio para 
realizar el fin de su personalidad, y de defenderlo 
contra la agresión individual ó los avances del 
Poder Público? El es un derecho perfecto, invio- 
lable y exigible, como cualquier otro derecho. 

Probablemente el Dr. Cañé, ante los males que 
afligían á su patria, influenciado por las restricti- 
vas leyes europeas, que acababa de estudiar y 
encontrarse en su ambiente, se ofuscó al examinar 
los artículos de la Constitución y creyó factible 
aquí, lo que en otras partes era. 

Es que hay grandes diferencias: allí las constitu- 
cianes no equiparan al extranjero con el nacional 
ante la ley, como por ejemplo, en Bélgica, «las 
belgas son iguales ante la ley»; en Suiza, «todos 
los suizos son iguales ante la ley;» Austria, «todos 
los ciudadanos son iguales ante la ley*, etc., etc.. 
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y los someten á la expulsión, como la Suiza, cuya 
Constitución en su art. 69, establece: «La Confede" 
ración Suiza tiene derecho á expulsar del territorio 
á los extranjeros que comprometan la seguridad 
interioró exterior de Suiza;» la holandesa, en su 
art. 3^; «La ley determina la admisión ó repulsión 
de los entranjeros. . . . »; ó bien les dan la protec- 
ción para las personas y bienes; pero «salvo las 
excepciones determinadas por la ley», como esta- 
blece h belg-a; en otras, como la austriaca y ale- 
mana, los somete á la inspección policial, introdu- 
ciendo la desigualdad. 

Y las medidas que en esos países tome el poder 
público contra el extranjero, son legítimas, porque 
son constitucionales; no son odiosas, porque el 
extranjero que va á radicarse en ellos, sabe que 
por el hecho de establecerse, no adquiere un dere- 
cho de permanencia perfecta, inviolable, y que su 
estadía queda sujeta á la apreciación policial. 

Es cierto que Estaños Unidos con sus institu- 
ciones democráticas y liberales, dictó en 1892 la 
expulsión de los Cooli; y si bien hubo violación de 
ciertos preceptos constitucionales, según opinión 
de muchos juristas norte americanos, se respetó el 
derecho adquirido de permanencia y el principio 
de que había de ser un juez el que decidiría si les 
era ó no aplicaole la ley. 
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CAPÍTULO VL 



Es inúttil discutir si la soberania tiene en abso- 
luto el derecho de escluir de su seno á los extran- 
jeros, cuando ellos son un óbice á su progreso y 
bienestar, fines hacia los cuales tienden todas las 
fuerzas de los pueblos, porque con ellos aseguran 
su existencia. Los constituyentes que consignaban 
todos los ideales y ensueños del pueblo argentino 
en el preámbulo, limitaban la acción que había de 
tener el poder público, respecto del extranjero, por 
causas económicas, sociológicas y políticas. La 
barbarie, el desierto, la tierra inculta, el temor á 
las usurpaciones territoriales, tienen que haber sido 
el fantasma aterrador que procuraban alejar. 

El preámbulo nos muestra los fines que los 
constituyentes se propusieron, lo que anhelaban; 
puede servir para inteligencia de ciertas cláusulas 
dudosas, ó para la determinación de los derechos y 
garantías que nacen de la soberanía del pueblo; 
pero cuando los principios son claros y terminan- 
tes, imperativos y categóricos, como en los artículos 
14, 16, 18, 20 y 29, es inútil querer buscar en el 
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preámbulo, como se ha pretendido, el fundamento 
de la ley de Expulsión. 

Se ha pretendido encontrarlo, también, en el 
precepto del Art. 33; pero es un error, porque 
los derechos y garantías que nacen del principio de 
la soberanía del pueblo, no pueden ir contra aque- 
llos que ella ha considerado como más fundamen- 
tales é importantes y en los que se ha detenido 
cuidadosamente, para que no quedaran inciertos; 
y al especificarlos, ha limitado su potestad en aras 
de la libertad individual. 

La interpretación que se ha querido dar al ar- 
tículo 33, ha tenido por precedente la que con moti- 
vo déla expulsión de los Cooli, hicieron la mayoría 
de los legisladores y jueces americanos, del mismo 
principio que contiene su constitución; pero hay 
una diferencia: ellos no son iguales; la nuestra es 
más amplia «va más allá», detía el erudito Estrada, 
en disposiciones, en cuanto al extranjero se refiere, 
que la Constitución Norte Americana; y entonces 
los principios que nacen de la soberanía del pueblo, 
por la nuestra, con respecto al extranjero, tienen 
que ser más limitados que en aquélla. 

No encontrando en la Constitución un principio 
que dé fundamento á la Ley de Expulsión, sino, al 
contrario, cláusulas que por sus antecedentes y es- 
píritu se oponen á ella, la considero inconstitucional: 
I."" porque el Congreso al dictar esa ley, da al Eje- 
cutivo atribuciones judiciales, una facultad extraor- 
dinaria, contraviniendo el principio, de la división 
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de los poderes y el consignado en el Art. 29; 
2.'' porque siendo la expulsión una pena dictada sólo 
para los extranjeros, viola los principios de los ar- 
tículos 20, 16 y 14; 3.° porque aplicándosela de la 
manera que ella determina, no se permite al expul- 
sado la defensa de su persona y de su derecho; es 
sacado de sus jueces naturales y penado sin juicio 
previo (Art. 18). 

A cada generación en la vida de los pueblos, 
está marcada la obra que ha de realizar. A la 
primera, en nuestra vida nacional, estaba reservado 
el esfuerzo heroico, y para esbozar lo que debía 
ser la Patria, dedicaron la vida y dieron su sangre. 
El alma nacional que parecía disgregada en la no- 
che del caudillaje, resurge unida por la Constitución 
del 53, y definitivamente organizada el 60 en el Es- 
tado, encarnación de la vida nacional y en el que se 
identifican las glorias, el himno, es escudo y la 
bandera. 

La obra no está terminada: falta completar y pu- 
hr lo que de imperfecto tenga la de las generaciones 
pasadas; para ello debemos revisar la Constitución 
y establecer claramente ciertos principios que las 
necesidades complejas de la Nación los reclaman 
para su progreso futuro. Así podremos rea- 
lizar los ideales de los que la esbozaron y cons- 
tituyeron y abrirla, sin temor de que el cosmopoli- 
tismo nos sea un mal, á todas las aspiraciones 
y hombres del mundo que quieran, al buscar su feli- 
cidad, hacerla eterna, respetando las instituciones 
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y trayendo á incorporar á sus fuerzas, inteligencia, 
capital y trabajo. 

Buenos Aires Julio de 1906. 

Juan José Castellanos. 



Buenos Aires, Agosto 2/1906. 



Aprobada: imprímase. 



Llerena. 

H. Larguía. 

Secretario. 
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